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SENTENCIA INTERI,OCUTOITIA DEL'I'RIBUNAL CONSTITUCIONA.L

Linra.5 de noviernbre de 2018

ASUN-I'O

Ilecurso de agr¡vio conslitucional interpuesto por la Oficina de Normalizacron
Previsional (ONP) contra la resolución de fojas 151, de fecha 2l de junio de 2017,
cxpcdida por Ia Sala Civil dc la Coltc Superior de Justicia de Huaüra qüe, confirmando
la apelada, declaró improcedente la demanda de autos.

FUNDAMENTOS

En Ia sentencia emitida en el Expedicnle 00987-2014-PA/]-C, publicada en el diario
oficial El Perudno cl 29 de agosto de 201,1, este Tribunal estableció, en el
fundarnento 49, con carácter de precedentc, que se expedirá sentencia interlocutoria
de a sin más trámitc, cua¡rdo se presente alguno de los siguientes

igualmente están contcnidos en el artíc!¡lo ll del l{eglamenlo
I t ribunal Constitucional

arezca de lundamentación la supuesta vulneración quc sc invoque
La cucstión de Derecho contenida en el recurso no sea de espccial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocad¿ contradiga un precedente del Tribunal
Constinrcional.
Se haya decidido de manera descstimatoria en casos sustancialtnente iguales.

U 2. iln el presente caso, se evidencia que el recurso dc agravio no está relerido a una
cucstión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un
recurso carece de esla cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constituoionalmente protegido dc un derecho fundamental; cuando versa sobrc ur1

asunto materialmente excluido del proccso de tutela de que se trata; o, finalmente,
cuando Io pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgcncia.

l. Iixpresado de otro modo, y teniendo cn cuenta lo precisado en el l'Llndarnento 50 de
la sentencia emitida en el Expedicnte 00987-201,1-PA/TC, una cuestión no revistc
especial lrascendencia constitLrcional en los siguientes casos: (l) si una futura
resolución del Tribunal Constitlrcional no solucion¡ algún oonflicto de relevancia
constilucional, pues no existe lesión quc co¡nprometa el derecho fundamental
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involucrado o se trata de un asunto qLre no corresponde resolver en la vía
constitucional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgenle el derecho
constitucional invocado y no median razones subjetivas u objerivas que hebililcn a

este órgano colegiado para emilir un pronunciamiento de fbndo.

4. En el presente caso, la demandanle prete¡rde que sc declarc la nulidad de la
Rcsolución lS,defecha4dejuliode20ll (f. l7), que declaró fundada e¡ par¡c su

observación lor¡¡ulada en el extremo del descuenlo dcl 4 o¿ por prestaciones de

salud, respeclo a Ia liquidació0 de iotereses lcgales presentada por el perito judicial
y aprueba en S/ l4 017.63 cl importe de Ia deuda por concepto de intereses legales
en el proceso de amparo interpuesto en su contra por doña Marcelina Navarro Pablo
de Esp pedienle 2317-2008). Maoifiesta que dicha resolución ha vulncrado

lundanentales a la túela procesal electiva y al dcbido proccso por
uc se aparta dc los prcccdcntes establecidos en la Casación 5128-2013

tida por la Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social Transitori¡
Corte Suprelna de Justicia de la República, asi como en el Expedienle 221,1-

l4-PA/I'C emitido por el l'ribunal Constilucional, referidos al pago de los

¡

interescs Iegales en materia pensionaria

Al respecto, del sistema de consultas de expedientes judiciales del Poder Judicial sc

constata que conka dicha resolución no se interpuso el recurso inlpllgnatorio
correspondiente dentro del plazo de ley, por lo que a kavés de la Resolución 20. dc
fecha 3 de enero de 2012, esta qucdó consentida. Por consiguierr¡e, no cabe enitir
un pronunciamiento de fondo de conformidad con lo dispuesto en el articulo 4 del
Códi80 Procesal Constitucional.

6. En consecuencia, y de lo expuesto en los lundamcnlos 2 a 5 rapra, se verifica que

el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del f'undamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-201,1-
PA/TC y en e¡ inciso b) del artículo ll del Rcglamento Nonnativo del "lribunal

Constitucional. Por esta razón, correspondc dcclarar, sin más lrámite, improcedente
el recurso de agravio const;tucio¡al,

Por estos firndamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
confiere la Constitución Política del Perú, y la participasión del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa.

Ade¡¡ás. se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
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Dcclarar IMPIIOCtrDINTE el rccurso de vio constituoio¡ral porque la cuesiión de

ial trascendencia constitlrcional.Dcrccho contenida cn el recurso carccc de

Publíquese y notifiquese

SS.
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FTJNDAMEN1'O DE VOTO DEL MAGISTRADO I'SPINOSA-SALDAÑA
BARRERA

2. Fln ese sentido, convendría advertir a la recurrente que en el ordenamiento ju¡ídico
peruano, conl'orme al arlícr.¡lo 4 del Código Procesal ConstitucioDal, la tutela
judicial et'ectiva comprende al debido proceso e¡ sus diversas manilestaciones.

3. Además, convendria tener presente que es redundante habla¡ de recu¡so
impugnatorio.

ESPINOSA-SALDANA BARRERA

Lo

S

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesado señalar lo siguiente:

L Nuestra rcsponsabilidad como jueces constitucionales del Tribunal Constitucional
pcruano incluye pronunciarse con resoluciones comprensibles, y a la vez, rigurosas
lécnicamente. Si no se toma en cuenta ello, el Tribunal Constitucional falta a su

responsabilidad institucional de co¡cretización de la Constitución, pues dcbc
hacerse entender a cabalidad en la compresión del ordenamiento juridico confome
a los pdncipios, valorcs y demás preceptos de csta misma Constitución.

%
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor ¡espeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresal respetr¡osa¡nente
que disiento del p¡ecedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los tundamentos que a
continuación expongo:

EL TRIBUNAL CoNSTITUCToNAL CoMo CORTE Dtr REVISIÓN o FALI,o Y No Df,
CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el T¡ibunal de Garantias Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al T¡ibunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez cn nuesta historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano arl /roc, independiente del Pode¡
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitr¡cioral y Ia vigcncia plena
de los derechos ftu'rdamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció qr.re el Tribunal de Garartías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el territorio nacional para co¡ocer, en ría de casac¡ó , deTos habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo qüe implicó que dicho Tribtutal no
constituía una instancia habilitada para fallar en fo¡ma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
de¡echos reconocidos en la Constitución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garanlías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, eü sus afículos 42 aI46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado rln forma erada o ha incu¡rido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señala¡ la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue se amente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, aÍnparo, habeas data

Wt
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y acció¡ de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
caliñca eróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en
materia de procesos constitucionales de la liberlad, la Constitución establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de ¡evisión o fallo.

5. Cabe señalar que la ConstitucióÍ Política del Perú, en su articulo 202, inciso 2,
prescribe que coúesponde al T¡ibunal Constitucional "conocer, en úllima y
deÍnitiva fustaúc¡a, las resoluciones denegatorias dictadas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas data y accíón de cumplimienlo". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectua diversa
contravend a mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

del'ensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "¡a obsertancia del debído proceso y tufela
jur¡sd¡ccional- Ninguna persona puede ser desvíada de la jur¡sdíccíón
predeterminada por la ley, ní sometida a procedimiento disÍinto de k)s pre|idmenle
esfablecídon^, ni juzgadd por órganos jurísdiccíonales de excepcíón ni pur
comisiones especiales clea¡lds al efecto cualquiera sea su denominaciólt",
consag¡ada en el articulo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece eú otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Peru el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interp¡etación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En ot.as palabras, si 1o que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abrir la vía conespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciañe. Pero la apertura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colabo¡ar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
análisis de lo <¡ue se pretende. de lo que se inr oca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frerte a la
a¡bitra¡iedad.
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8. La administ¡ación de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es ¡espetuosa, como coresponde, del derecho de
defeÍsa iDherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

doterminen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los arglune[tos pefinentes, concretándose el principio de inmediacjón que
debe rcgir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la interr'encióD de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, 10 que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la pañicipación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De Io contrario, se decidiría sobre la esl'era de iÍterés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resuharía
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el debe¡
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisio[es, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suhciente las mzo¡es de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a tratar al índividuo en todo momento como
un verdadero sujeto del prcceso, en el más trmplío sentido de este coficepto, y no
símplemente como objeto del mismo"t,y que "para que existd debido proceso legal

I Co¡te IDH. Caso Baneto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de [oviembre de 2009-
pürafo 29,
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EL DERECHo A sER oiDo coMo MANIFESTACIóN DE LA DEMoCRATTZACIóN DE Los
PRoCESoS CoNSTITUCIoNALf,S DE LA LIBERTAD
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es prec¡so que un juslic¡able pueda hacer raler sus derechos y .lefendet sus
intereses en fbrma efectíw y en condic¡o es de igualdad procesal con otros
justiciables'2.

NATURALEZA PRoCESAL DEL RECURSo Df, AGRAvIo CONSTITUCIONAL

13. El modelo de "instancia de 1állo" plasmado e¡1 la Constitución no puede ser
desvi¡tuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su inté¡prete supremo, pero no su refomador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el rccuso de agravio constitucional (RAC) pie¡de su
verdadera esencia juridica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recaliflcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De confo¡midad con los a.tículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recuso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder JudiciáI. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el conta o de "conocer" lo que la pafe alega
como un agravio que le causa indelen:ion.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocuto a" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no delinirlo, ni justificarlo,
convie¡te el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su ma¡ifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
ca¡entes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el 1'ribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva dema¡da.

17. Por Io demás, z¡.rtalis tuutandi.^, el ptecedente vinculante coDtenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC rcpite 10 señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-

2 Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentenciadel2l dejunio de 2002, párrafo 146.
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2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitr¡cionales de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cieto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una natualeza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvi¡tua¡ la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa Ia
última posibilidad para prcteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en rll presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la via constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
huma¡os.

20. Como aflrmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del dc¡echo de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantia constitucio¡al
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".

Lo
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